
		
			
				[image: Conceptos para el estudio del Derecho Administrativo I en el grado]
			

		

	
		
			ESTANISLAO ARANA GARCÍA

			FEDERICO A. CASTILLO BLANCO

			M.ª ASUNCIÓN TORRES LÓPEZ

			FRANCISCA L. VILLALBA PÉREZ

			(Directores)

			FRANCISCO MIGUEL BOMBILLAR SÁENZ

			(Coordinador)

			CONCEPTOS PARA EL ESTUDIO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO I EN EL GRADO

			OCTAVA EDICIÓN

			
			AUTORES

			
			
			
				ESTANISLAO ARANA GARCÍA

				M.ª DEL PILAR BENSUSAN MARTÍN

				FEDERICO A. CASTILLO BLANCO

				IGNACIO JIMÉNEZ SOTO

				
				
			

			
			
				LEONOR M. MORAL SORIANO

				MIGUEL ÁNGEL RECUERDA GIRELA >

				LEONARDO J. SÁNCHEZ-MESA MARTÍNEZ

				
			

			
			[image: Logo: Editorial Tecnos]

		

	
		
			A Rafael Barranco Vela

		

	
		
			ÍNDICE

			ABREVIATURAS

			PRESENTACIÓN

			LECCIÓN 1. LA CARACTERIZACIÓN CONSTITUCIONAL DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL DERECHO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. El necesario enfoque pluridisciplinar de la Administración Pública

			2. La consideración constitucional de la Administración Pública

			3. La construcción de un Derecho común europeo: su influencia en la concepción de la Administración Pública y del Derecho administrativo

			4. El concepto de Administración Pública y de Derecho administrativo

			5. Las tendencias de la Administración Pública: especial referencia a la e-Administración

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 2. EL REGLAMENTO Y OTRAS FUENTES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. El ordenamiento jurídico-administrativo: concepto y particularidades

			2. Las técnicas de articulación del ordenamiento jurídico

			3. La potestad reglamentaria y su control administrativo y jurisdiccional

			4. El reglamento

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 3. TEORÍA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. El sector público y su organización

			2. Los órganos administrativos

			3. La potestad organizatoria y principios de organización

			4. La competencia

			5. Las relaciones interadministrativas

			6. Las relaciones interorgánicas

			7. Conflictos interadministrativos, interorgánicos y de jurisdicción

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 4. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y LAS POTESTADES ADMINISTRATIVAS

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. El principio de legalidad

			2. Las potestades administrativas

			3. Discrecionalidad técnica y conceptos jurídicos indeterminados

			4. El control del ejercicio de las potestades administrativas

			5. Privilegios de la Administración Pública y garantías de los ciudadanos

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 5. EL CIUDADANO Y SU CONSIDERACIÓN EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. Teoría general sobre el administrado y el ciudadano

			2. Relaciones generales y relaciones especiales de sujeción

			3. Las situaciones jurídicas subjetivas de los ciudadanos

			4. La condición de interesado

			5. El estatuto del ciudadano

			6. Desarrollo de algunos de los principales derechos contemplados en la LPAC

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 6. EL ACTO ADMINISTRATIVO

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. Concepto

			2. Elementos del acto administrativo

			3. Clases de actos administrativos

			4. Actos administrativos presuntos: el silencio administrativo

			5. La eficacia del acto administrativo

			6. La ejecución forzosa de los actos administrativos

			7. Invalidez del acto administrativo

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			LECCIÓN 7. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			I. Palabras clave

			II. Objetivos

			III. Contenido docente

			1. El procedimiento administrativo como garantía de los ciudadanos

			IV. Material didáctico

			1. Bibliografía específica

			2. Normativa de referencia

			3. Enlaces de utilidad

			4. Preguntas clave

			5. Test de autoevaluación

			V. Actividades complementarias

			CRÉDITOS

		

	
		

			ABREVIATURAS

			
				
					
					
				
				
					
							
							AGE

						
							
							Administración General del Estado.

						
					

					
							
							Art.

						
							
							Artículo.

						
					

					
							
							Arts.

						
							
							Artículos.

						
					

					
							
							ATC

						
							
							Auto del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							BCE

						
							
							Banco Central Europeo.

						
					

					
							
							BOE

						
							
							Boletín Oficial del Estado.

						
					

					
							
							C-A

						
							
							Contencioso-Administrativo.

						
					

					
							
							CCAA

						
							
							Comunidades Autónomas.

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución española de 1978.

						
					

					
							
							CEC

						
							
							Centro de Estudios Constitucionales.

						
					

					
							
							CGPJ

						
							
							Consejo General del Poder Judicial.

						
					

					
							
							CNMC

						
							
							Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia.

						
					

					
							
							CNMV

						
							
							Comisión Nacional del Mercado de Valores.

						
					

					
							
							DS

						
							
							Directiva 2006/123/CE referida a los servicios en el mercado interior.

						
					

					
							
							EBEP

						
							
							Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

						
					

					
							
							EPEL

						
							
							Entidad pública empresarial local.

						
					

					
							
							ET

						
							
							Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

						
					

					
							
							INAP

						
							
							Instituto Nacional de Administración Pública.

						
					

					
							
							JGL

						
							
							Junta de Gobierno Local.

						
					

					
							
							LA

						
							
							Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

						
					

					
							
							LAE

						
							
							Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

						
					

					
							
							LBRL

						
							
							Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

						
					

					
							
							LCD

						
							
							Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.

						
					

					
							
							LCNMC

						
							
							Ley 3/20013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

						
					

					
							
							LDC

						
							
							Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

						
					

					
							
							LEC

						
							
							Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

						
					

					
							
							LEF

						
							
							Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa.

						
					

					
							
							LES

						
							
							Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

						
					

					
							
							LG

						
							
							Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

						
					

					
							
							LGEP

						
							
							Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria.

						
					

					
							
							LGP

						
							
							Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

						
					

					
							
							LGS

						
							
							Ley 382003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

						
					

					
							
							LGT

						
							
							Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

						
					

					
							
							LGUM

						
							
							Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado.

						
					

					
							
							LJCA

						
							
							Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

						
					

					
							
							LJS

						
							
							Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social.

						
					

					
							
							LMGL

						
							
							Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local.

						
					

					
							
							LMLS

						
							
							Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios.

						
					

					
							
							LOEPSF

						
							
							Ley Orgánica 2/2010, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

						
					

					
							
							LOFAGE

						
							
							Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

						
					

					
							
							LOPD

						
							
							Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

						
					

					
							
							LOPJ

						
							
							Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

						
					

					
							
							LORAP

						
							
							Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos de Representación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

						
					

					
							
							LPAC

						
							
							Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

						
					

					
							
							LPAP

						
							
							Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas.

						
					

					
							
							LRHL

						
							
							Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

						
					

					
							
							LRJPAC

						
							
							Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

						
					

					
							
							LRJSP

						
							
							Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

						
					

					
							
							LRSAL

						
							
							Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.

						
					

					
							
							LTBG

						
							
							Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.

						
					

					
							
							LLC

						
							
							Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios.

						
					

					
							
							LLS

						
							
							Ley 17/2009, de 13 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

						
					

					
							
							OAL

						
							
							Organismo autónomo local.

						
					

					
							
							RAFSPMT

						
							
							Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

						
					

					
							
							RBEL

						
							
							Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.

						
					

					
							
							RDC

						
							
							Real Decreto 261/2008, de 22 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Defensa de la Competencia.

						
					

					
							
							RDL

						
							
							Real Decreto-legislativo.

						
					

					
							
							REF

						
							
							Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa.

						
					

					
							
							RLGS

						
							
							Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones.

						
					

					
							
							RPPS

						
							
							Real Decreto 1.398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora.

						
					

					
							
							RSCL

						
							
							Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales.

						
					

					
							
							STC

						
							
							Sentencia del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							STS

						
							
							Sentencia del Tribunal Supremo.

						
					

					
							
							TC

						
							
							Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							TFUE

						
							
							Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

						
					

					
							
							TJUE

						
							
							Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

						
					

					
							
							TRLCSP

						
							
							Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

						
					

					
							
							TRRL

						
							
							Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

						
					

					
							
							TS

						
							
							Tribunal Supremo.

						
					

					
							
							TUE

						
							
							Tratado de la Unión Europea.

						
					

				
			

		

	
		
			
			PRESENTACIÓN

			Un año más, el Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada presenta unos materiales docentes, revisados y puestos al día, concebidos para ayudar a nuestro alumnado a preparar con solvencia, en este volumen 1, los aspectos fundamentales del temario que tradicionalmente integra la llamada Parte General del Derecho Administrativo.

			Estamos ante una obra de carácter básico (no pretendemos desbancar los asentados Manuales y Tratados de nuestra disciplina), en línea con las directrices formativas y metodológicas que postula el Espacio Europeo de Educación Superior, que, con su contenido y sistemática, marca cuáles son los mínimos a exigir a todo el estudiantado que curse esta materia (sea en Derecho y sus dobles grados, que en otras titulaciones afines como Ciencias Políticas, Relaciones Laborales o Trabajo Social).

			Estos materiales coadyuvan, además, al objetivo departamental de un sistema de examen único (guiado por los principios de igualdad, mérito y capacidad), que permita constatar que todo estudiante de Derecho Administrativo en la Universidad de Granada ha superado los conocimientos mínimos exigibles en esta materia.

			A mayor abundamiento, presentamos un texto vivo, en permanente adaptación a la realidad que viene a sistematizar, que, más allá del lógico proceso de actualización a las modificaciones normativas propias de un Derecho motorizado (en particular, aquí, en todo lo que atañe a la Administración electrónica que se asienta en nuestra actual sociedad digital: desde la motivación de los actos administrativos dictados automáticamente mediante un algoritmo a las limitaciones a las que ha de ajustarse el deber de relacionarse electrónicamente con la Administración, pasando por los servicios electrónicos básicos que deben prestar las Administraciones), año tras año se ha depurado con fines didácticos, conjugando claridad, rigor y síntesis (conscientes del escaso tiempo real del que se dispone en el aula para la exposición de los temas que conforman el programa de nuestra asignatura troncal de Parte General).

			Para dar respuesta a las exigencias inherentes a los nuevos Grados, apostamos de forma decidida por guiar el trabajo autónomo de nuestros estudiantes (el aprendizaje activo que propugna el Plan Bolonia), remitiendo a los oportunos textos legales, jurisprudenciales y doctrinales, así como, con miras a facilitar la comprensión y estudio de esta materia, brindando un amplio número de actividades complementarias que responden a las exigencias de la aplicación práctica del Derecho Administrativo y que buscan descubrir a nuestro alumnado el discreto encanto (BLANQUER) de esta rama del Derecho que nos acompaña desde la cuna hasta la tumba.

			F. M. BOMBILLAR SÁENZ

			En Granada, a 1 de junio de 2023

		

	
		
			LECCIÓN 1

			LA CARACTERIZACIÓN CONSTITUCIONAL DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL DERECHO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			FEDERICO A. CASTILLO BLANCO

			Catedrático de Derecho Administrativo

			Universidad de Granada

			I. PALABRAS CLAVE

			Derecho administrativo. Ciencia de la Administración. Administración Pública. División de poderes. Derecho común europeo. Estado social y democrático de Derecho. Poder Ejecutivo. Servicio objetivo a los intereses generales. Sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Administración electrónica.

			II. OBJETIVOS

			a) Delimitar las características constitucionales que definen la Administración Pública para identificar el objeto de la asignatura y los principios que la rigen como garante del interés general.

			b) Conocer la progresiva creación de un Derecho público común europeo para entender el proceso de su creación y la influencia en la construcción del Derecho público de nuestros días.

			c) Aprender las características que identifican al Derecho propio de la Administración Pública para reconocer su utilidad en la garantía de las posiciones jurídicas del ciudadano.

			III. CONTENIDO DOCENTE

			1. EL NECESARIO ENFOQUE PLURIDISCIPLINAR DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			La Administración Pública, como instrumento para el cumplimiento de los fines del Estado —brazo ejecutor la denomina MARTÍN REBOLLO—, es un complejo orgánico dotado de personalidad jurídica que no puede ser comprendida mediante una caracterización de ésta que atienda en exclusiva a su vertiente jurídica. Esta primera consideración sirve ya para arrojar luz sobre el largo e inacabado proceso de definición y caracterización de la Administración Pública. Y es que la reducción artificial, aunque legítima y válida, del significado de la Administración Pública a una perspectiva únicamente jurídica es uno de los motivos que subyacen y explican las dificultades para abordar una definición adecuada de lo que deba entenderse por ésta.

			Desde este punto de vista, el estudio de la Administración Pública no puede, en el momento actual, prescindir de tener presente la relevancia de ésta en el contexto sociopolítico y económico del país. Y es que las intervenciones en cascada del aparato administrativo en todos los procesos económicos, culturales y sociales han favorecido recíprocamente la creciente participación de los grupos sociales en el Estado y, de forma más acusada, en su aparato vicarial de actuación: la Administración Pública.

			Dentro de las necesarias ayudas de otras ciencias en la delimitación del concepto de Administración Pública, mención destacada merecen la Sociología, la Política y la Economía. Especialmente relevante, a estos efectos, resulta ser la Ciencia de la Administración, que tiene como campo de estudio las organizaciones públicas y sus grupos dominantes como elemento del sistema político general, analizando la estructura organizativa, las relaciones internas, la gestión de sus recursos humanos y financieros, la información y la adopción de decisiones para mejorar la organización.

			No obstante, el grado de autonomía de la Administración Pública y su relevancia creciente en el contexto socioeconómico no anulan, sino al contrario, su consideración jurídica. En efecto, la Administración es también y, en forma predominante, una organización personificada regulada por el Derecho. Por ello, que la consideración jurídica de la Administración Pública no sólo sea útil para comprender la significación de la Administración actual, sino que, asimismo, resulte imprescindible para entender sus relaciones, su organización, su funcionamiento, etc.

			De otro lado, la caracterización de la Administración Pública no se configura de forma independiente a los valores y principios constitucionales, sino que responde necesariamente a ellos como vamos a estudiar en la presente lección. De ahí la importancia del estudio jurídico de la Administración y de las normas que regulan su organización y articulan su funcionamiento.

			2. LA CONSIDERACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			A) Los presupuestos constitucionales

			Los caracteres definitorios de la Administración Pública en la CE de 1978 se producen en nuestro caso tras una evolución histórica determinada, en un contexto sociocultural concreto y en un marco constitucional y legal que condiciona, en forma decisiva, el resultado final plasmado en nuestro texto constitucional sobre qué significado tiene la Administración Pública.

			En efecto, la Administración de nuestros días es el fruto de una larga evolución histórica que no comienza en un momento histórico determinado, pero que sí adquiere una diferenciación clara y concreta con la Teoría de la División de Poderes y el surgimiento del Estado moderno. Modelación histórica de la Administración Pública que dará otro paso decisivo con la configuración social del Estado contemporáneo. Es, en este sentido, en el que se alude en el presente epígrafe a la existencia de determinados presupuestos constitucionales que constituyen, a su vez, fundamentación de la caracterización global de la Administración Pública.

			a) La Teoría de la División de Poderes

			La formulación histórica de la Teoría de la División de Poderes viene siendo atribuida a MONTESQUIEU —lo cual no puede hacer desconocer las aportaciones tan significativas realizadas por CROMWELL y LOCKE—, quien parte de la fórmula de división del poder del Estado, precisamente, como una respuesta al poder arbitrario y absoluto. Para que no se pueda abusar del poder, reflexiona MONTESQUIEU, es preciso que, por disposición de las cosas, el poder detenga el poder.

			Partiendo de dicha consideración, entiende este autor que en el Estado existen tres funciones consideradas básicas: la función legislativa, dirigida a la formulación de normas generales y abstractas; una función ejecutiva, encargada de la ejecución de las medidas pertinentes establecidas por la ley en la que se enclava la Administración Pública; y por último, una función judicial, cuya misión básica consiste en reducir la conflictividad social mediante la resolución de los conflictos que puedan plantearse entre los distintos componentes de la comunidad, o entre éstos y la propia comunidad, aplicando la ley al caso concreto. Se propugna así la necesidad de mantener un cierto equilibrio, fruto de un sistema articulado de contrapesos, entre las distintas esferas del poder que se influencian recíprocamente.

			Pues bien, precisamente, el nacimiento del Derecho administrativo se vincula a la Teoría de la División de Poderes por la mayoría de la doctrina científica que ve, como ha puesto de relieve GARCÍA DE ENTERRÍA, en la Revolución Francesa y en el nuevo régimen que alumbra la misma con la delimitación del Poder Ejecutivo, el acta de nacimiento del objeto de nuestro estudio.

			Pero es que, además, la consagración de esta teoría es uno de los presupuestos básicos del Estado de Derecho. Incluso, resaltando su importancia, ya se vinculaba por la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 la existencia de la Constitución al establecimiento de la división de poderes: «Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada ni la separación de poderes establecida no tiene constitución» (art. 16).

			Si resulta obvio que la virtualidad del principio es distinta en estos momentos que en su configuración inicial, no lo es menos que, sin embargo, sigue siendo uno de los conceptos claves en la caracterización del Estado actual. Y es que la dinámica actual del Estado postindustrial es bien diferente de la existente en el Estado liberal emergido de la Revolución Francesa y, consiguientemente, dicho cambio no podía sino afectar a la consideración del citado principio. En este sentido lo ha subrayado GARCÍA PELAYO, que muestra cómo el principio de división de poderes respondía a dos tipos de racionalidades: una axiológica, la libertad como máximo valor de configuración de la sociedad y que, por ello, debía ser salvaguardada mediante un freno de las distintas instancias de poder actuantes; otra organizativa, la división de tareas, añadiendo dicho autor que la existencia de un cuarto poder: la Administración y las organizaciones intermedias (partidos, sindicatos, grupos de interés...), ha convertido a la trinidad en un fenómeno demasiado simple para explicar la complejidad del Estado y de la sociedad actual.

			Únase a lo anterior las consideraciones que derivan de la estructuración territorial del Estado, que determinan que, junto a esa división de poderes horizontal, podamos identificar una división de poder vertical en el Poder Legislativo y Ejecutivo que se comparten con otros actores territoriales. En este marco resulta básico la realización efectiva del principio de cooperación a fin de hacer posible lo que viene denominándose un Gobierno multinivel sobre el territorio dada la multiplicidad de actuaciones, normativas o ejecutivas, que el conjunto de Administraciones Públicas tienen en las distintas materias objeto de competencia de éstas.

			Pero, junto a lo anterior, es preciso acudir a otras consideraciones complementarias que coadyuvan a caracterizar a la Administración Pública en la sociedad actual y en nuestro modelo constitucional.

			b) El Estado social y democrático de Derecho

			La definición constitucional de Estado aúna, en su seno, una triple concepción del mismo cimentado en un trípode fundamental en la sociedad de nuestros días, a saber: en primer lugar, el principio de sometimiento del poder público al Derecho; en segundo término, la articulación democrática de la sociedad; y, por último, la perspectiva social en la construcción del Estado. Y esta caracterización, prácticamente común a todos los Estados modernos occidentales, marca necesariamente una huella indeleble en la funcionalidad y misiones atribuidas a nuestra Administración, toda vez que esa triple caracterización supone decisiones fundamentales configuradoras de la Constitución que modelan el conjunto de instituciones presentes en la misma y que marcan un rumbo preciso en la organización y actuación de la Administración Pública.

			En un primer momento, con la base establecida en el racionalismo y fruto de la reacción contra el despotismo ilustrado, se genera el concepto de Estado de Derecho dirigido a garantizar fundamentalmente el derecho de propiedad y la libertad del individuo. Dicha consideración inicial tenderá a una formalización que traslada el concepto de los fines del Estado a las formas y que culmina en su exponente más destacado con KELSEN: «Por Estado de Derecho entendemos nosotros no un orden estatal con un contenido específico..., sino un Estado cuyos actos son realizados en su totalidad sobre la base del orden jurídico... Todo Estado tiene que ser Estado de Derecho en este sentido formal, puesto que todo Estado tiene que constituir un orden coactivo de la convivencia humana, sea cualquiera el método —autocrático o democrático— de su creación, y cualquiera que sea su contenido tiene que ser un orden jurídico», concepto de carácter formal pero que recubría, como se ha apuntado, la garantía de la libertad y de la propiedad.

			De esta cláusula de Estado de Derecho, como es denominada por SANTAMARÍA PASTOR, se van a derivar tres importantes principios que configuran nuestra Administración: legalidad, tutela judicial y garantía patrimonial. Principios que vienen desarrollados, en cierta medida, en el artículo 9.3 CE que consagra así las siguientes reglas como guía de la actuación jurídica de la Administración Pública: legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, seguridad jurídica, responsabilidad de los poderes públicos e interdicción de la arbitrariedad de los mismos. Respecto de tales principios, la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional ha declarado que éstos «no son compartimentos estancos, sino que, al contrario, cada uno de ellos cobra valor en función de los demás y en tanto sirva a promover los valores superiores del ordenamiento jurídico que propugna el Estado social y democrático de Derecho» (STC 27/1981, de 20 de julio).

			Ahora bien, cuando se diseña un nuevo tipo de Administración que ha de atender necesidades sociales, las anteriores consideraciones se revelan insuficientes. La legalidad formal, resaltarán HELLER y LASALLE, no basta y los derechos tradicionales, libertad y propiedad, se ven modulados por su función social. De esta forma, la concepción de Estado de Derecho va a dotarse de un contenido material que viene precisamente modelado por la consideración social del Estado. No basta, en este sentido, que el Estado respete y acate la ley. Es preciso que, además, preste determinadas tareas sociales que coadyuven al individuo para mantener su existencia vital.

			No obstante, esa concepción dual del Estado no debe ni puede ser contrapuesta. En efecto, la conjunción del Estado social junto al Estado de Derecho no debe comportar una incompatibilidad entre ambos conceptos, sino que, más bien, nos encontramos con la cara y cruz de una misma realidad. En este sentido, el Estado de Derecho completa su caracterización con un componente material que viene representado por el Estado social. De esta forma, la realización efectiva, como tarea del Estado y de la Administración en su vertiente de aparato vicarial de éste, de un conjunto de derechos y prestaciones tendentes a asegurar la igualdad material de los individuos, y que hoy resultan en gran medida plasmados en el bloque constitucional que representa la Constitución y los Estatutos de Autonomía, pone de manifiesto un equilibrio caracterizador de nuestro Estado y del propio espacio común europeo que también responde a dichas consideraciones.

			Por último, el principio de un Estado democrático se vincula necesariamente a la idea de soberanía nacional y se contrapone al Estado autocrático. En este sentido, el principio democrático se manifiesta en una distribución del poder estatal, conforme a un orden establecido de competencias, cuyo sentido y justificación última se encuentran en el pueblo. La Administración Pública actúa así, en una legitimación democrática indirecta, en nombre del pueblo español depositario último de la soberanía. Así lo ha declarado el Tribunal Constitucional para quien «la Constitución parte de la unidad de la Nación española, que se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, cuyos poderes —sostiene la sentencia del TC— emanan del pueblo español, en el que reside la soberanía nacional» (STC de 25 de marzo de 2014).

			Este principio democrático adquirirá su expresión última en el pluralismo político que se manifiesta a través de los partidos políticos y que pretende alcanzar, en el caso de la Constitución española de 1978, una «sociedad democrática avanzada» que hace que el principio alcance una esfera de expansión sobre multitud de campos y se redefina, asimismo, como un principio de conformación social de la sociedad en su conjunto y no solamente del Estado.

			c) Los derechos fundamentales y las libertades públicas

			En tercer lugar, la Administración Pública ve moldeada su consideración contemporánea por la configuración que a la misma presta el reconocimiento constitucional de una tabla de derechos fundamentales y libertades públicas, que se ve complementada por los derechos reconocidos en los distintos Estatutos de Autonomía, y que irradian la actuación del conjunto de instituciones existentes en nuestro país.

			Nuestra Constitución es, en este sentido, paradigmática y expresamente declara en su artículo 10.1: «La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respecto a la ley y a los derechos de los demás son fundamentos del orden político y de la paz social».

			Se contiene así un mandato positivo de articulación y funcionamiento de los poderes públicos —entre ellos la Administración— que se caracteriza por la necesidad de orientarse hacia una configuración positiva de los derechos fundamentales. No puede ser nuestra Administración, desde este punto de vista, una Administración concebida solamente desde un punto de vista reaccional y, con arreglo a ello, construir un Derecho administrativo basado en el acto administrativo y su control, sino que su verdadera naturaleza se deriva de su orientación a la consecución efectiva de ese estatus de dignidad y libertad que subyace en la base de los derechos fundamentales.

			La concepción de Estado de Derecho contenida en la Constitución requiere, por tanto y para ser tal, de una efectiva vinculación por parte de los poderes del Estado y, en lo que nos importa, del Poder Ejecutivo —donde se enclava nuestra Administración— a los derechos fundamentales. Inclusive, como analizaremos en otras lecciones, el Poder Ejecutivo en su vertiente de Gobierno encuentra un límite en su acción política en el ineludible respeto a estos derechos.

			Precisamente en la actuación concreta del segundo poder y, dentro del mismo, de la Administración Pública es donde se produce la concreción de los derechos fundamentales. El interés general, al que se debe la Administración Pública (art. 103 CE), se plasma constitucionalmente en unos «intereses generales» que no pueden ser otros que la efectiva plasmación del conjunto de derechos fundamentales, libertades públicas y derechos económico-sociales existentes en nuestra Constitución y en los Estatutos de Autonomía como integrantes del bloque de constitucionalidad.

			Se une a dicha consideración la previsión contenida en el artículo 9.2 CE, en cuanto obliga a los poderes públicos a «remover» las condiciones para que la libertad y la igualdad de los individuos y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, es decir, materialmente efectivas. El Estado social, y los planteamientos que al mismo subyacen, obligan por tanto a una realización material de los intereses generales plasmados en la Constitución.

			d) La articulación territorial del Estado: la pluralidad de Administraciones Públicas

			La cuarta idea clave para aprehender la significación constitucional de la Administración Pública es la organización territorial del Estado. Como es conocido, la Constitución española de 1978 parte de un concepto unitario del Estado (art. 2); concepción unitaria del Estado que, no obstante, se articula a través de dos niveles de Administración territorial junto a la Administración General del Estado. De esta forma, la descentralización territorial, plasmada en las Entidades Locales y el denominado «Estado Autonómico», implica no sólo la ejecución autónoma de los propios intereses como en el caso de las Entidades Locales, sino también y en el caso de las Comunidades Autónomas el ejercicio efectivo de potestades legislativas compartidas con el Estado.

			El nuevo tipo de Estado ha intentado ser definido como federal-regional (TRUJILLO), compuesto (ARAGÓN), aunque, sin duda, ha sido la caracterización otorgada por SÁNCHEZ AGESTA de Estado Autonómico la que ha prendido doctrinal, jurisprudencial y socialmente.

			En principio, es absolutamente diáfana su distinción con el Estado federal del que lo separa un elemento fundamental: la naturaleza derivada, y no originaria, de la articulación autonómica. En cualquier caso, lo distingue, en menor medida, el alcance y contenido de sus competencias muy similares e inclusive superiores a numerosos Estados Federales, sin perjuicio de la siempre discutida clarificación de las competencias atribuidas a cada orden territorial. Tampoco cabe entender que nos encontremos ante un Estado regional, si a esta caracterización se le otorga un significado menor, ya que, muy por el contrario, el Estado comparte su actividad legislativa y ejecutiva con las Comunidades Autónomas a las que se dota constitucionalmente de un carácter político acusado.

			De otro lado, el Estado definido constitucionalmente es un Estado pluralmente organizado. En efecto, a las Comunidades Autónomas hay que añadir las Entidades Locales que se consideran básicas en el ordenamiento constitucional y legal: provincia, municipio e isla y, por tanto, de existencia obligatoria; y, junto a éstas, las denominadas Entidades Locales complementarias que permiten diseñar, en el ámbito autonómico, una estructuración y un ejercicio del poder público que puede articularse por medio de entes locales menores, áreas metropolitanas, comarcas, etc., y que, por ese carácter complementario, pueden o no existir.

			Ahora bien, esta pluralidad de Administraciones Públicas, cada una de las mismas dotada de personalidad jurídica propia e independiente, que aparecen en el ámbito del Estado autonómico permite su reconducción a la unidad por tres tipos de razones:

			— La primera, atinente a los contenidos mínimos reservados a la legislación estatal para el establecimiento de unas características básicas de la Administración Pública: régimen jurídico básico de las Administraciones Públicas, régimen estatutario de los servidores públicos, procedimiento administrativo, contratos administrativos, expropiación forzosa, etc.

			— La segunda, relativa a la consideración necesaria de la igualdad predicable de todos los ciudadanos en el Estado español que tiene una virtualidad sustancial: la de orientar un necesario grado de uniformidad a la actuación administrativa de los entes públicos que deberán imprimir a su acción, en atención a la igualdad de derechos que debe presidir el estatus de los distintos ciudadanos del país, una impronta en lo esencial uniforme.

			— En tercer lugar, por la prevalencia que el interés estatal tiene en la conjunción y articulación de los distintos intereses en presencia, facultando a la entidad que representa el interés de alcance superior a delimitar las competencias de las otras entidades sobre todo en lo que hace a la materia económica que ha encontrado un nuevo refuerzo en el principio de estabilidad presupuestaria establecido en el artículo 135 del texto constitucional.

			B) La Administración Pública en la Constitución española de 1978

			La caracterización específica de la Administración Pública en el texto constitucional de 1978 obedece, a su vez, a tres vectores que explican su posición institucional. Veámoslos.

			a) La incardinación de la Administración Pública dentro del Poder Ejecutivo

			La Constitución no alude, en su forma tradicional, al Poder Ejecutivo. En efecto, su Título IV se denomina «El Gobierno y la Administración» y en su interior se incardinan dos preceptos, los artículos 97 y 103 de la Constitución española, que pueden considerarse claves en el diseño constitucional de la Administración Pública.

			El primero de ellos alude al Gobierno:

			El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

			Por su parte, el artículo 103 establece, respecto de la Administración Pública, que:

			La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

			Por tanto, no hay una total coincidencia entre Gobierno y Administración y como indica MARTÍN REBOLLO si el Gobierno dirige la política general y la Administración es preciso deducir que el Gobierno es algo parcialmente distinto a ésta por su carácter de órgano constitucional. Con todo, sin embargo, el Gobierno también es el vértice superior de la Administración Pública. Nuestra Constitución parte así del principio de que, aun sometida la Administración al Gobierno como al resto de los poderes del Estado, existe una imparcialidad en su actuación que se caracteriza por una actuación subjetiva y objetivamente independiente de éste. Se ha podido hablar así de una «eficacia indiferente» de la Administración Pública en lo que se refiere a su actuación en contraposición a la actuación del Gobierno.

			En cualquier caso, es claro que nuestro texto constitucional ha querido resaltar el carácter claramente vicarial de la Administración, que, aun sirviendo con objetividad los intereses generales, lo hace en dependencia del Gobierno, que se constituye así como un órgano de configuración democrática indirecta por oposición a la Administración Pública caracterizada por ser una organización profesionalizada al servicio del interés general, lo que justifica, precisamente, la configuración de los funcionarios públicos como inamovibles a fin de garantizar su imparcialidad (art. 103.3).

			b) La triple dimensión de la Administración Pública en nuestra Constitución

			El artículo 103.1 de la Constitución, junto a la incardinación de la Administración Pública en el Poder Ejecutivo, establece tres elementos configuradores de nuestra Administración que, en último término, terminan por caracterizar a la misma.

			En primer lugar, para la Constitución española de 1978 la Administración Pública es un complejo orgánico-subjetivo, un auténtico poder público en sentido constitucional. Es decir, se presenta a la Administración Pública no como una función: la función administrativa, sino que se aborda la consideración constitucional de la Administración Pública desde un punto de vista subjetivo. En este sentido, la Administración Pública se encuentra afincada en el Poder Ejecutivo y está formada por un conjunto de órganos que se estructuran con arreglo a unos principios concretos: jerarquía, descentralización y coordinación. El dato se corrobora, en forma fehaciente, cuando el apartado 2 de dicho artículo añade la reserva legal para la creación de los órganos de la Administración del Estado.

			Se realza así a la Administración como centro de imputación jurídica en las relaciones del Estado con los ciudadanos articulándola como un sujeto dotado de personalidad jurídica. Una persona jurídica regida por un ordenamiento propio y distinto al que se ordenan los sujetos privados. Caracterización que se debe, en lo esencial, a GARCÍA DE ENTERRÍA, que tomando de la doctrina alemana la noción de la personalidad jurídica del Estado la recondujo a la Administración Pública por ser ésta, si no el único —ya que existen otras instituciones constitucionales que también entablan relaciones jurídicas con la ciudadanía—, sí el más importante sujeto de imputación jurídica del conjunto de las instituciones del Estado y el que mantiene la mayoría de las relaciones jurídicas con las distintas personas físicas y jurídicas que actúan en el espacio jurídico.

			En segundo lugar, un dato de carácter teleológico ha de resaltarse en esta caracterización consistente en que la Administración Pública se sitúa al servicio «objetivo» y «eficaz» de los intereses generales. La Administración Pública no se concibe, desde el punto de vista constitucional, como un mero complejo orgánico ni como una burocracia inerme subordinada sin más al Poder Ejecutivo. Al contrario, nuestra Constitución ha querido ahondar el significado de la Administración Pública en el Estado social y democrático de Derecho y para ello la ha caracterizado como una organización orientada a un fin específico, dotado de sustantividad propia, aunque sometido al principio democrático: la vinculación a una consecución objetiva y eficaz de los intereses generales plasmados en la Constitución, los Estatutos de Autonomía, las leyes y el resto del ordenamiento jurídico (art. 3.3 LRJSP).

			Como las Administraciones Públicas actúan por medio de personas y para personas, se puede afirmar que la existencia de razones que amparen sus decisiones es esencial para legitimar la actuación administrativa. Resultan contrarias al Estado de Derecho las actuaciones irracionales y arbitrarias de la Administración Pública. En una democracia, la razón fundamental para aceptar la legitimidad de las decisiones administrativas es que se puedan explicar las razones por las que se han adoptado dichas decisiones en interés general (MASHAW).

			De otro lado, el interés general viene definido por el contenido de las normas jurídicas y por las decisiones de las Administraciones que las aplican, cuando éstas se ajustan al ordenamiento jurídico (SÁNCHEZ MORÓN). En cada actuación la Administración Pública debe satisfacer el interés general, lo que presupone una determinación previa de dicho interés. La concreción del interés general debería estar siempre dirigida a cumplir el Derecho, y a preservar la dignidad de la persona y los derechos fundamentales. En este sentido, el interés general es un principio general del Derecho que está constitucionalizado (arts. 30.2, 34, 44.2, 47, 103.1, 128, 137, 144, 149.1, 150.3 y 155.1), y que informa todo el ordenamiento jurídico (STC 4/1981). El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 22 de marzo de 2012, ha señalado que el interés general o colectivo es «un interés indivisible correspondiente al grupo en su conjunto y, por tanto, no susceptible de fraccionamiento entre sus miembros y como un interés que, aunque pueda ser divisible, lo es de manera refleja en sus consecuencias, que han de ser objeto de la oportuna individualización, pero no en su propia configuración general».

			Por último, y en tercer lugar, un elemento de carácter formal es esencial en esta caracterización: la consecución de esos objetivos por la Administración Pública se ha de realizar con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. Dicha consideración, junto a recordar —como ha expuesto GARCÍA DE ENTERRÍA—, que la ley no es el único origen del Derecho, responde, también, a la consagración de la admisión, sin perjuicio de una personalidad jurídica única como proclama el artículo 3.4 LRJSP, de un doble régimen de actuación de la Administración: Derecho público y Derecho privado.

			Bien es cierto que dicha consideración no nos puede llevar a la conclusión de que es indiferente el régimen jurídico utilizado por la Administración Pública. El modelo diseñado por los constituyentes opta por un ejercicio de las funciones atribuidas a la Administración Pública sujeto, en general, al Derecho administrativo y sólo, en forma accesoria e incidental en determinadas funciones, se puede admitir la utilización por la Administración del Derecho privado. Y es que el Derecho administrativo, como más adelante aludiremos, resulta ser el Derecho propio y ordinario de la Administración Pública y fenómenos como el denominado «huida del Derecho administrativo» que acontece con la utilización de personificaciones jurídicas instrumentales, sujetas al Derecho privado, para eludir los mecanismos de control y garantía que proporciona el Derecho administrativo —en materia de contratación, selección de personal, etc.— deben ser rechazados, no sólo por no encontrar encaje en el marco constitucional que venimos detallando, sino también por la minoración del régimen de garantías que ello supone para la ciudadanía y por constituir un mecanismo que dificulta la lucha por la ética pública y contra la corrupción.

			c) La «eficacia», parámetro modelador de la actuación administrativa

			La Administración Pública de nuestros días es una organización avocada y determinada por un parámetro esencial: la eficacia. La Constitución española de 1978, preocupada por dicha situación, ya aludió a la necesidad de superar una actuación formal de los poderes públicos. En este sentido, ya mencionamos que el artículo 9.2 CE ordena una actuación dirigida a hacer real y efectiva la igualdad y la libertad, se preceptúa en el artículo 24 CE una tutela judicial efectiva, se requiere por el artículo 138 CE que se produzca una realización efectiva del principio de solidaridad, etc., y éstos, y algunos otros ejemplos recogidos en el texto constitucional, ponen de manifiesto la orientación que a la actividad del Estado y, por ende, a la de nuestra Administración marca este principio que, a su vez, tiene nuevas manifestaciones en la denominada «buena administración» recogida en algunos Estatutos de Autonomía, que viene encontrando su plasmación en las normas sobre transparencia y buen gobierno que se vienen aprobando en los últimos años, y que marca como guía orientadora para la Administración Pública unos procedimientos de actuación de calidad, la necesaria motivación de sus decisiones, la publicidad activa y pasiva de su actuación, etc.

			La importancia del principio de eficacia, como configurador de la organización y el actuar de nuestra Administración, ha sido puesta de manifiesto por el Tribunal Constitucional, que ya desde su Sentencia 178/1989, de 2 de noviembre, entiende que dicho principio debe ser considerado como un principio ordenador esencial.

			Es preciso advertir que la consagración del principio de eficacia no puede, sin embargo, significar un grado menor de protección jurídica ni cabe plantear un posible conflicto entre legalidad y eficacia. Simplemente no son bienes jurídicos contrapuestos. Precisamente, una de las condiciones de eficacia será ser escrupuloso con el diseño constitucional del poder y de la legalidad vigente y, sólo en esta clave, cabe interpretar el artículo 103 CE cuando somete plenamente la actuación administrativa, presidida por la eficacia, a la ley y al Derecho.

			3. LA CONSTRUCCIÓN DE UN DERECHO COMÚN EUROPEO: SU INFLUENCIA EN LA CONCEPCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			A) Globalización y Derecho: especial referencia al ámbito europeo

			En el presente los actuales procesos de globalización económica, social, cultural, etc., a los que asistimos con carácter general son un hecho que tiene, como es lógico. una influencia decisiva en el mundo jurídico. Las peculiaridades locales retroceden frente a un mundo en que la información, las telecomunicaciones, la existencia de mercados globales, etc., parecen estar imponiéndose y del que el Derecho público, y dentro de éste el Derecho administrativo, no puede quedar al margen dados los intereses generales que protege. Hoy las soluciones en todas, o en casi todas las ramas del saber, no encuentran exclusivamente una respuesta nacional. De esta forma, un mundo global exige también soluciones y enfoques globales que han de responder al cambio que se produce en su sistema de relaciones jurídicas, con el consiguiente cambio en las instituciones jurídicas que, siendo creación del Derecho, las sirven y dan respuesta.

			De esta forma, y de acuerdo con lo expuesto, asistimos en los momentos actuales a dos fenómenos complementarios que están impulsando cambios fundamentales en nuestro universo jurídico. El primero, relativo al surgimiento de un Derecho administrativo global o Derecho administrativo de la gobernanza global, que impulsado por autores cómo KINGSBURY y STEWART, y entre nosotros por BARNES entre otros, pone de manifiesto la insuficiencia tanto del Derecho administrativo como del Derecho internacional público, para ofrecer una respuesta certera a los cambios y desafíos que acontecen en el espacio global y en su sistema regulatorio que no es en forma exclusiva de carácter nacional. De esta forma, y en este ámbito, si bien las instituciones tradicionales de nuestro Derecho público no son abandonadas sí que son objeto de una cierta reconfiguración forjándose principios y reglas derivados de los ordenamientos nacionales: transparencia y participación procedimental, motivación de las resoluciones, control de la acción pública, proporcionalidad, racionalidad entre medios y fines, limitación al uso de medios restrictivos innecesarios, protección de la confianza de la ciudadanía, etc. El segundo, y no en segundo lugar, a un progresivo y aparentemente imparable acercamiento entre los distintos sistemas administrativos.

			Con mayor intensidad se muestra este último fenómeno en el ámbito europeo. A dicha cuestión no es ajena la integración europea y la labor de construcción jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que, a través de la permanente construcción de principios comunes a los Estados miembros, está coadyuvando decisivamente a la construcción de un Ius Commune europeo. En este sentido, no cabe duda de que se va produciendo un progresivo acercamiento de los ordenamientos de los países miembros y de éstos, a su vez, con el ordenamiento comunitario, generándose así un Derecho común, unas normas comunes y unos principios comunes que constituyen un acervo creciente con una importante interconexión.

			En principio, por el estudio del Derecho comparado sabemos que este fenómeno ha sido especialmente fértil en el campo del Derecho privado. No obstante, el campo del Derecho público, aunque más tardíamente, ha reportado en nuestro pasado más reciente cuestiones relevantes en los más variados aspectos: organización territorial, protección jurisdiccional de los ciudadanos, garantías jurídicas de éstos, etc., que constituyen algunos de los campos donde la convergencia con otros sistemas legales ha traído a nuestro Derecho instituciones que, finalmente, han completado y desarrollado a éste.

			Al respecto, SCHWARZE Ha destacado cómo las funciones que ha de asumir este método de estudio comparado, en el marco del Derecho público, son variadas: de una parte, va a tener una utilidad indudable en la elaboración de un Derecho nuevo por el legislador y, en este sentido, es fácil poner de relieve la fuerte influencia que, ya sea en materia procedimental, de control jurisdiccional, o de protección de derechos de los ciudadanos, ya se ha producido en la interacción de nuestro ordenamiento con el resto de países de la Unión Europea (a título de ejemplo, puede señalarse la legislación que se ha dictado en materia de protección de datos, contratación pública, medio ambiente, etc.); en segundo lugar, se ha de destacar la propia tendencia a la unificación del Derecho a fin de facilitar las relaciones internacionales, ya sea bajo leyes uniformes negociadas entre los Estados y puestas en vigor en el seno de cada uno de los Estados contratantes o, alternativamente, a través de actos legislativos supranacionales; por último, destaca el autor citado, cómo el Derecho comparado interviene además como un medio auxiliar en la interpretación jurisprudencial de las leyes y en el denominado desarrollo pretoriano del Derecho.

			Efectivamente, la construcción europea, aunque sólo consistiese en la realización de un único mercado, que ya sabemos que no es el único objetivo perseguido en el espacio europeo, va a requerir, pues está condicionada por éste, de un sistema administrativo que, si no idéntico en la totalidad de sus caracteres en todos los países miembros, ofrezca los suficientes elementos comunes a fin de no provocar una pérdida de competitividad de las empresas que operan en esos mercados ni, por supuesto, indeseables interferencias entre los distintos ordenamientos jurídicos.

			Por ello que, precisamente, sean los tratados europeos los que imponen unos objetivos que finalmente están condicionando la propia evolución de los sistemas jurídicos de los Estados miembros que, fruto del nuevo marco de relaciones económicas entabladas en la Unión Europea, produce un encuentro de intereses de las empresas que operan en el ámbito internacional y de los grupos e individuos afectados por la puesta en marcha de este espacio económico, que determina finalmente que la realización de las libertades comunitarias presuponga la previa tendencia a la unificación en sectores tales como la asistencia social, los servicios sanitarios, la protección del medio ambiente, la materia contractual, el régimen de los consumidores y usuarios, etc., y otra serie de materias sobre las que ya, de hecho, comienzan a no existir grandes diferencias. Pero es que, además, resulta ilusorio pensar que este fenómeno de unificación en sectores concretos de la acción administrativa no trascienda, finalmente, al terreno de la actuación procedimental de la Administración, con todo lo que ello implica para la construcción del ordenamiento jurídico público. BACHOF lo destacó con realismo en una obra comúnmente citada, dada a luz en 1972, cuando todo el actual movimiento no comenzaba sino a vislumbrarse, señalando que «las diferencias de concepción, por ejemplo, del acto administrativo, sobre su ilegalidad y las consecuencias de la misma, sobre la Ermessensfehler y la desviación de poder de la doctrina francesa, deben ser allanadas en la jurisprudencia europea. Es imposible que las doctrinas nacionales no sean afectadas. No podemos casi imaginar que a largo plazo puedan coexistir directamente una doctrina alemana, francesa, italiana, etc., y además una doctrina europea común de la vida administrativa».

			Por otra parte, dicha evolución presenta una ventaja que debiera de ser suficientemente valorada y es el perfeccionamiento de los distintos sistemas administrativos sujetos, en este aspecto, a una especie de «crisol» en el que se valoran y adoptan las mejores soluciones para dar también las mejores respuestas a los problemas que los ciudadanos plantean y a los cuales han de hacer frente las Administraciones, especialmente en cuanto a la protección y desarrollo de sus derechos.

			De hecho, y como ejemplo de lo expuesto, es preciso destacar la propuesta contenida en el Código RenEUAL de procedimiento administrativo de la UE que si bien, con carácter general, no sería de aplicación a todas las Administraciones nacionales (salvo lo relativo a los contenidos previstos en el Libro V y VI sobre asistencia mutua entre autoridades administrativas y la gestión administrativa de información) no es menos cierto que ofrece un catálogo de buenas prácticas que puedan ser de utilidad y servir de inspiración a los legisladores, jueces y empleados públicos nacionales cuando reformen, interpreten o apliquen el Derecho nacional vigente en materia de procedimiento administrativo. Sus preceptos, según indican los autores, han sido en general concebidos y diseñados para ser aplicados a toda Administración, y no solo a la de la UE, y pueden servir de base no solo a trabajos académicos centrados en el Derecho administrativo europeo, sino también relativos al Derecho administrativo nacional (y «global»).

			B) La progresiva unificación de las instituciones jurídicas en los países miembros de la Unión Europea a través de los principios generales del ordenamiento europeo: el papel del Tribunal de Justicia de la Unión Europea

			En palabras del célebre jurista europeo PESCATORE, los principios generales del Derecho «hacen prevalecer el espíritu del Derecho sobre la letra, el sentido común sobre la técnica, la justicia sobre la simple legalidad por el hecho de que permiten penetrar, más allá del Derecho positivo, hasta las más profundas inspiraciones de nuestro orden social».

			Cuando se alude a principios generales del Derecho comunitario se va a hacer referencia, por tanto, a los principios integrantes de la elaboración legislativa, jurisprudencial y doctrinal que las distintas instituciones jurídicas han experimentado en los países miembros de la Unión Europea, aunque es preciso subrayar que el principal protagonista para la creación del sistema principial del Derecho comunitario ha sido el Tribunal de Justicia que ha sido el gran artífice de lo que, con propiedad, podemos calificar de principios comunes a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros (al que ahora se ha unido asimismo el Defensor del Pueblo europeo con su Código de Buena Conducta Administrativa).

			SCANDAMIS ha señalado, en forma resumida, las tres fases que se siguen en la delimitación y aplicación de un principio general del Derecho comunitario:

			a) Identificación en los Derechos nacionales del núcleo común de las soluciones aportadas para la resolución del problema que tiene un alcance normativo forzosamente limitado.

			b) Posteriormente, el Tribunal enriquece ese núcleo común optando por una o varias tendencias dentro de las soluciones aportadas por los países miembros (estudio ponderado de Derecho comparado). En concreto, es aquí donde el Tribunal atiende a las exigencias de integración dando preferencia a las interpretaciones que favorecen la misma.

			c) Por último, el Tribunal aplica la regla de carácter general así entresacada al caso específico.

			Ahora bien, aun cuando una vez deducido el principio europeo se convierte en autónomo e independiente (tiene valor de cosa juzgada y se impone al juez nacional), el resultado no es una norma completamente definida e identificada en todos sus aspectos que pasa a formar parte del Derecho comunitario. Más bien, nos encontramos ante una regla de Derecho que tendrá que ser completada posteriormente por la jurisprudencia del propio Tribunal a través de sucesivas sentencias que han de ir perfilando, en el caso concreto, las distintas vertientes y efectos de dicho principio.

			Se produce, como vemos, una prolongación de los Derechos nacionales a través del Derecho europeo que va a representar una continuidad natural de aquéllos. La abstracción de reglas de Derecho por el Tribunal de Justicia va a producir, a su vez, una interacción sobre los ordenamientos de los países miembros. Es decir, una vez extraído el principio general a través del procedimiento antes expuesto, su formulación va a influenciar la acción judicial de los distintos tribunales internos de los países comunitarios en la interpretación de asuntos que afectan no sólo al Derecho europeo, sino también, en gran medida, al propio Derecho nacional (a título de ejemplo puede verse recientemente el caso de la estiba o el denominado caso Diego Porras en materia laboral). Inclusive, en algunos supuestos como el principio de protección de la confianza legítima, ha determinado su posterior plasmación en la legislación positiva de nuestro país.

			C) La concepción comunitaria de Derecho administrativo y Administración Pública

			Ciertamente, y la mayoría de los autores lo ponen de relieve, existen dificultades de construcción de un Derecho administrativo europeo tanto por razones de soberanía como por la influencia de los Derechos nacionales; sin embargo, ello no es óbice para poder afirmar que el mismo tiene una plena existencia. Y es que, en efecto, hoy este Derecho administrativo europeo viene constituido por el Derecho comunitario originario y derivado, y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia a través de la creación de principios generales del Derecho a los que hemos aludido con anterioridad.

			Y de acuerdo con lo ya expuesto, por tanto, tiene dos acepciones: la primera como conjunto de reglas, normas y principios que rigen la actuación de la Unión Europea; la segunda, como el proceso de desarrollo de un Derecho administrativo común a todos los Estados miembros y en el que desempeñan un papel fundamental los principios generales del Derecho.

			Pero, asimismo, existen instituciones jurídico-administrativas influenciadas por el Derecho administrativo que se genera en el espacio europeo:

			a) Directamente: Telecomunicaciones, Medio ambiente, Transportes, Derecho sanitario y alimentario, Derecho de la información y nuevas tecnologías, Energía, Agricultura, Ganadería, Contratación administrativa, Sistema de recursos, etc.

			b) Indirectamente: Procedimiento administrativo y régimen jurídico de los actos, Jurisdicción Contencioso-Administrativa, Organización administrativa (principio de subsidiariedad), Relaciones interadministrativas (principio de cooperación), etc.

			En cualquier caso, para entender el concepto comunitario de Administración Pública, se ha de partir de dos premisas: la primera premisa consiste en que el Derecho europeo no parte de que las Administraciones Públicas o los sujetos públicos sean o deban ser una categoría unitaria; la segunda premisa se refiere a que el Derecho europeo no conoce un único concepto, sino que, sector por sector, tiene una específica noción de Administración Pública.

			La explicación a dicha diversificación del concepto responde a diversas razones: a) la estructura de la Unión Europea no responde a los criterios tradicionales de la división de poderes; b) el Principio de autonomía institucional de los Estados miembros; c) la prevalencia de un concepto funcional no unitario de Administración Pública a fin de hacer efectivas las libertades comunitarias.

			De esta forma, se pueden detectar en varios sectores dicha diversificación del concepto atendiendo a la finalidad de la legislación comunitaria y a la efectiva realización de las libertades protegidas por ésta (contratación pública, empleo público ayudas de Estado, etc.), a saber:

			a) Acceso al empleo público

			El principio de libre circulación de personas, que se proyecta en el ámbito laboral y profesional como prohibición de discriminación por razón de nacionalidad, ha determinado un acercamiento del concepto de lo que sea empleo público a efectos de hacerlo efectivo en el ámbito de la Administración Pública de cada país. De esta forma, el empleo público está abierto a los ciudadanos comunitarios salvo en dos supuestos: en primer lugar, que se excepcione por razones de orden público, seguridad y salud pública; en segundo término, cuando el puesto a cubrir participe, directa o indirectamente, en el ejercicio de una potestad pública y en las funciones que tienen por objeto la salvaguardia de los intereses generales del Estado.

			Las consecuencias de todo ello se han manifestado, en el ámbito nacional, en una normativa de acceso al empleo público abierta a ciudadanos de la Unión Europea.

			b) Contratación pública

			A los efectos de garantizar la libre competencia y el libre comercio, se ha gestado una noción de poder adjudicador que permita tratar a todas las empresas comunitarias con arreglo a los principios de publicidad y libre concurrencia y que por ello influye en la noción de Administración Pública que, a estos efectos, no se restringe a las Administraciones territoriales, sino que se amplía a otros sujetos en los supuestos previstos en las directivas comunitarias, considerando organismo público de esta forma a aquel: a) creado para satisfacer específicamente necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil; b) dotado de personalidad jurídica; c) su actividad esté financiada mayoritariamente por el Estado, entes públicos territoriales u otros organismos de Derecho público, su gestión se halle sujeta a un control por éstos, o cuyo órgano de administración, vigilancia o dirección esté compuesto por miembros de los cuales más de la mitad sean nombrados por el Estado, los entes territoriales y otros organismos de Derecho público.

			La regla de aplicación de los criterios que definen a los organismos públicos es, por tanto, muy sencilla (tres requisitos acumulativos y tres alternativos para considerar cumplido el tercero de ellos), si bien no puede decirse lo mismo respecto del significado de las expresiones «necesidades de interés general que no tengan carácter mercantil o industrial», «control de la gestión» o «financiación mayoritaria», nociones todas ellas que han sido objeto de interpretación por parte del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

			De esta forma, y en todos estos supuestos, se establecen ciertas reglas y requisitos a los que han de sujetarse los contratos celebrados por el sector público.

			c) Ayudas de Estado

			Existe en el marco de la UE una incompatibilidad del mercado común con ayudas otorgadas por el Estado o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas. No obstante, existen excepciones de ayudas compatibles y posibilidad de declarar la compatibilidad en ciertos supuestos (arts. 92 ss. TUE y 107 TFUE). En este sentido, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la calificación de una medida nacional como «ayuda de Estado», a efectos del artículo 107 TFUE, apartado 1, exige que concurran todos los requisitos siguientes: en primer lugar, debe tratarse de una intervención del Estado o mediante fondos estatales; en segundo lugar, tal intervención debe poder afectar a los intercambios comerciales entre los Estados miembros; en tercer lugar, debe conferir una ventaja selectiva a su beneficiario; por último, debe falsear o amenazar falsear la competencia (véanse, en particular, las sentencias de 21 de diciembre de 2016, Comisión/World Duty Free Group y otros, C-20/15P y C-21/15P, EU:C:2016:981, apartado 53 y jurisprudencia citada, y de 18 de mayo de 2017, Fondul Proprietatea, C-150/16, EU:C:2017:388, apartado 13).

			A estos efectos, hay una noción expansiva de lo que deba comprenderse por Estado entendiendo por tal cualquier organismo, público o privado, en que un Estado miembro detente, directa o indirectamente, el 50 por 100 de las acciones, o que nombre representantes, directa o indirectamente, al menos a la mitad de los miembros del Consejo de Administración, o que una autoridad pública apruebe las tarifas del organismo o empresa que concede las ayudas o las conceda directamente (Sentencia IANELLI).

			4. EL CONCEPTO DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DE DERECHO ADMINISTRATIVO

			En conclusión, y como hemos visto a lo largo de la lección, un conjunto de presupuestos y factores son determinantes para la comprensión constitucional de la Administración Pública. Pero, es más, nuevas consideraciones como la superposición del Estado y la sociedad, la utilización cada vez más frecuente de personificaciones instrumentales, la supresión de antiguas prerrogativas en manos de la Administración, la disolución de las diferencias radicales entre lo público y lo privado, las responsabilidades públicas en la denominada «sociedad del riesgo» o, por aludir a un último fenómeno, la participación creciente de los ciudadanos en las tareas administrativas y la exigencia de transparencia, buena administración y una más adecuada ética pública, obligan a un nuevo planteamiento global de la consideración clásica de nuestra Administración Pública pero también de los instrumentos normativos que, como el Derecho administrativo, disciplinan la actuación de ésta.

			A) El concepto de Administración Pública en el ordenamiento jurídico español: especial referencia al régimen jurídico y procedimiento administrativo del sector público

			La consideración constitucional española de las relaciones Estado-sociedad obliga, según se ha expuesto, a concebir a la Administración, más que como una función, como un sujeto dotado de personalidad jurídica para actuar en el giro o tráfico jurídico de orden público o privado, y dirigido a la consecución objetiva de los fines derivados del interés general. Y es que, en efecto, en el Estado social y democrático de Derecho configurado por nuestra Constitución, la Administración Pública no se identifica con un poder, su esencia no es siquiera administrar, sino más bien ser garante de las prestaciones derivadas del Estado social, proteger los derechos de la ciudadanía y servir objetivamente al interés general.

			A la vista de lo expuesto, podemos conceptuar a la Administración Pública como la organización pública personificada, subordinada a los poderes del Estado, cuya finalidad es garantizar el servicio objetivo a los intereses generales y los derechos de la ciudadanía, y cuya actuación está sometida a la ley y al Derecho en el marco de los principios y valores constitucionales.

			A similitud del ordenamiento europeo el concepto de Administración Pública en nuestro ordenamiento positivo responde, en la actualidad, a consideraciones funcionales en los distintos sectores de la acción pública atendiendo a los fines que se persiguen en concreto (contratación administrativa, control presupuestario, empleo público, régimen jurídico-organizativo, procedimiento administrativo, control jurisdiccional de la Administración, etc.).
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